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La propuesta se enmarca en los planes reformistas del Gobierno. 

La reforma laboral, una de las tres reformas prioritarias iniciadas por el Gobierno (las otras dos son la corrección del déficit público y la reforma del sistema financiero) tiene como objetivos principales:


- Frenar en el corto plazo la sangría de destrucción de empleo que está 
sufriendo España.


- Poner las bases para la creación de empleo estable cuanto antes. 


- Sumar los esfuerzos de todos aquellos que pueden colaborar en la búsqueda 
de un puesto de trabajo. 

En línea con dichos objetivos, el Gobierno se propone apoyar a los autónomos y Pymes y favorecer el emprendimiento, para lo cual, además de las medidas de incentivo ya aprobadas en el Real Decreto Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, anuncia la aprobación de un Proyecto de Ley de emprendedores
Las personas con discapacidad ante el empleo y el emprendimiento 
Las personas con discapacidad se sitúan ante el empleo en una posición de desventaja y discriminación, debido a una pesada herencia de prejuicios e ideas estereotipadas sobre sus verdaderas capacidades, habilidades, aptitudes y actitudes. Es obvio que el resultado es una discriminación real en el acceso al empleo.

Tienen una muy baja participación en el mercado de trabajo español, con una tasa de actividad (36,2%), mucho menor que la mitad de la de las personas sin discapacidad (75,9%). Esto se agrava en el caso de las mujeres con discapacidad.
Por ello, la contribución de las personas con discapacidad a la generación global de empleo puede ser muy intensa si se estimula adecuadamente y el autoempleo, la economía social y la creación de PYMES es una formula que se adapta muy bien a las necesidades de las personas con discapacidad.

Por una parte, el desempleo de las personas con discapacidad, aun siendo, en el 2010, todavía superior en tres puntos al general, se ha comportado mejor durante estos dos años de la crisis: entre el 2009 y 2010 creció 1,5 puntos, mientras que fue de 2 puntos el incremento de la tasa de paro en general. Este hecho confirma el potencial de creación de empleo que se tiene en este grupo de población y la necesidad de insistir en que se hagan esfuerzos suplementarios para lograr su plena inclusión laboral.

Si ahora nos fijamos en los datos de contratación
 publicados por el Servicio Público de Empleo Estatal (SPEE) podemos confirmar que el empleo de las personas con discapacidad, aun también afectado por la crisis financiera y económica, ha aguantado mejor que el de la población en general. Y ello, en parte pero no solo, por el apoyo de y hacia el empleo ordinario y los centros especiales de empleo. En el año 2010 se han realizado 61.128 contratos de trabajo con personas con discapacidad, un 18,52 % más que en el mismo periodo de 2009 (año en el que se celebraron 51.577 contratos)  Este crecimiento ha sido superior (un 29,20%) en los centros especiales de empleo, los cuales absorbieron en el año 2010 el 64,34% de los contratos.

La baja incorporación de personas con discapacidad en el mercado de trabajo obedece a que los empresarios (salvo en los centros especiales de empleo) suelen desconocer, por prejuicios atávicos, el verdadero potencial productivo de estas personas y temen los posibles costes adicionales que conlleva la contratación de personas con discapacidad, especialmente de aquellas con discapacidades con más necesidades de apoyos. Por otra parte, en el mundo empresarial hay un amplio desconocimiento de la variedad de ajustes para la adaptación al puesto de trabajo que existen en el mercado, y que ya no tienen por qué ser necesariamente onerosos. Finalmente puede apuntarse, como factor que perjudica la inserción laboral, la falta de especialización de los servicios públicos de empleo en materia de discapacidad y la escasa coordinación entre estos y las organizaciones de las personas con discapacidad y sus familias.

Las normas e instrumentos jurídicos nacionales, internacionales y de la Unión Europea, así como las políticas activas de mercado de trabajo en España en las últimas décadas han insistido en la necesidad de reducir la discriminación laboral de las personas con discapacidad.

En primer lugar, la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada en la ONU el 13 de diciembre de 2006, ratificada por España, y que ha sido objeto de transposición parcial en nuestro país, mediante la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Son muchas las referencias al trabajo en la Convención, pero el artículo 27 de la misma es su disposición central. Se reconoce "el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás", lo que incluye el "derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad", la prohibición "de la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo”. También obliga a "permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas generales de orientación técnica y vocacional, servicios de colocación y formación profesional y continua", "apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo", "promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia", los programas de "acción positiva, incentivos y otras medidas", y el derecho a los "ajustes razonables...en el lugar de trabajo".

La «Estrategia Europea sobre Discapacidad 2010-2020: un compromiso renovado para una Europa sin barreras» se centra en la potenciación del papel de las personas con discapacidad para que puedan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones que el resto de la población y en la eliminación de los obstáculos a los que han de enfrentarse en la vida diaria. Uno de los ocho campos prioritarios seleccionados es el empleo. En este documento se afirma que los empleos de calidad aseguran una independencia económica, fomentan los logros personales y ofrecen la mejor protección frente a la pobreza. Asimismo, pone de relieve la contribución del Fondo Social Europeo.
La Ley 13/2982, de Integración Social de los “Minusválidos”, del año 1982, sentó las bases de la política de empleo hacia las personas con discapacidad. A lo largo de estos 30 años, se han aprobado disposiciones legislativas y programas políticos muy importantes hacia este sector, como la Ley 51/2003, de Igualdad de oportunidades,  no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, los Planes de Acción para las personas con discapacidad, la Ley 62/2003, que reguló medidas de igualdad en el empleo y la ocupación para trasponer la Directiva 2000/78/CE, los Planes de Accesibilidad, los dos Planes de Empleo para las personas con discapacidad (del año 1997 y 2002) y la “Estrategia global para el empleo de las personas con discapacidad”, aprobada por el Gobierno en septiembre de 2008, y su Plan de Acción. 
También hay que reseñar el Real Decreto-Ley 3/2011, de 18 de febrero, de medidas urgentes para la mejora de la empleabilidad y la reforma de las políticas activas de empleo, así como el Real Decreto 1542/2011, de 31 de octubre, por el que se aprueba la Estrategia Española de Empleo 2012-2014.

En dicha Estrategia, se pone de relieve la persistencia de las barreras de acceso y participación en el mercado de trabajo para los colectivos con especiales dificultades, entre los que destaca la situación de las personas con discapacidad, las cuales, en sintonía con el artículo 19 octies de la Ley 56/2003, de Empleo, se consideran colectivo prioritario. La Estrategia Española de Empleo contempla, por consiguiente, medidas estatales para facilitar la inserción laboral de las personas con discapacidad mediante el apoyo al emprendimiento y el autoempleo y la incorporación como socios trabajadores o de trabajo a cooperativas o sociedades laborales, que se encuentran pendientes de concreción en el Plan Anual de Empleo 2012, a aprobar en marzo próximo.
A pesar de los avances logrados en la esfera normativa y laboral, y de los incentivos diseñados para promover el acceso de estos colectivos al mercado de trabajo, y su estabilidad en el empleo (ya sea en el mercado protegido u ordinario), son muchos todavía los obstáculos que hay que salvar.
Por ello, para el CERMI es prioritario que el Gobierno aborde dos grandes líneas de actuación:

- Un nuevo modelo legal de inclusión laboral, porque el modelo está agotado, ya no sirve para seguir avanzando (formará parte de otra propuesta que el CERMI eleve al Gobierno).

- Apoyo más intenso al emprendimiento, el autoempleo y las iniciativas de economía social, que den oportunidades a las personas con discapacidad (es el objeto de esta propuesta).
PROPUESTA DE MEDIDAS
ÁMBITO DE ACTUACIÓN

Subjetivo

a) El concepto de "emprendedor", para las personas con discapacidad, comprende:


- La iniciativa individual de una persona física que crea una empresa (PYME) o se instala como autónomo.


- la iniciativa "colectiva" para crear empresas de economía social, en el sentido del artículo 2 de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, es decir "actividades económicas y empresariales, que en el ámbito privado llevan a cabo aquellas entidades que, de conformidad con los principios..." (de la economía social), "persiguen, bien el interés colectivo de sus integrantes, bien el interés general económico o social, o ambos", es decir las cooperativas, las mutualidades, las fundaciones y las asociaciones que lleven a cabo actividad económica, las sociedades laborales, las empresas de inserción, los centros especiales de empleo, las entidades singulares creadas por normas específicas que se rijan por los principios de la economía social, así como, en general, aquellas entidades que realicen actividad económica y empresarial, cuyas reglas de funcionamiento respondan a dichos principios.
La Comisión Europea reconoce que “tendrá en cuenta la diversidad de la comunidad de las PYME: ya sean el artesanado y los pequeños negocios, las empresas de la economía social o las PYME gestionadas a nivel familiar” porque “todos ellos tienen potencial para consolidar el crecimiento europeo y actuar como una fuerza impulsora de la innovación, el desarrollo local, la formación y el empleo, aunque a veces presenten problemas y necesidades especiales
”. 

b) Por personas con discapacidad, a todos los efectos, se considera aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33%. En todo caso, se considerarán que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 % los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.
Materias
El CERMI considera que debe ser amplio e incluir medidas de fomento, fiscales y de Seguridad Social.
MEDIDAS

I. FOMENTO

1. Asesoramiento y acompañamiento al emprendedor
En los servicios de asesoramiento y acompañamiento, se crearán unidades especializadas en el apoyo a los emprendedores con discapacidad. En particular se asegurará que las instalaciones y servicios (páginas web, documentos, procedimientos, etc.) sean accesibles e inclusivos para las personas con cualquier tipo de discapacidad.

Asimismo, se favorecerá la colaboración de las organizaciones representativas de la economía social y de las personas con discapacidad y sus familias. Además, hay entidades de iniciativa social de las personas con discapacidad que cuentan con agencias de colocación autorizadas especializadas en el empleo de este sector social (por ejemplo, FUNDOSA Inserta) que, junto a las primeras, tienen abundante experiencia en la prestación de servicios de apoyo a los emprendedores y que deberían colaborar estrechamente con los servicios de asesoramiento y acompañamiento a los emprendedores.
En los servicios de asesoramiento y acompañamiento del emprendedor se informará sobre todas las fórmulas empresariales existentes en la legislación española, incluyendo las diferentes posibilidades que ofrece la Economía Social. Asimismo, considerarán todos los trámites específicos al respecto de la constitución de este tipo de empresas

2. Incentivos al autoempleo, en el marco de la Estrategia Española de Empleo y del Plan Anual de Empleo 2012, pendiente de aprobación a finales de marzo de este año, tras su paso por la Conferencia Sectorial

La Estrategia Española de Empleo, como se ha dicho antes, incluye medidas estatales para facilitar la inserción laboral de las personas con discapacidad mediante el apoyo al emprendimiento y el autoempleo y la incorporación como socios trabajadores o de trabajo a cooperativas o sociedades laborales. 

La propuesta del CERMI es volver a establecer un marco estatal de incentivos y ayudas, ya que la Estrategia Española de Empleo descentralizó el importe de las ayudas en las Comunidades Autónomas, lo que crea desigualdades territoriales que nos parecen inapropiadas.

Los trabajadores con discapacidad inscritos como demandantes de empleo que se instalen como autónomos, serán beneficiarios de las siguientes subvenciones: 

2.1. Subvenciones al emprendimiento y para la instalación de trabajadores autónomos.


- 10.000 euros como máximo, teniendo en cuenta el importe de la inversión fija.


- Subvención financiera: Reducción de hasta 4 puntos del interés fijado por la entidad de crédito que concede el préstamo destinado a financiar las inversiones para la creación y puesta en marcha de la empresa. La cuantía máxima será de 10.000 euros.

2.2. Reducción en las cuotas a Seguridad Socia en el Régimen Especial de trabajadores autónomos (Ver apartado III)

2.3. Subvenciones para la asistencia técnica u otras, tales como la realización de estudios de organización o de mercado o la formación.


i) Subvención para asistencia técnica:


- Financiación parcial de la contratación externa de servicios necesarios para mejorar el desarrollo de la actividad empresarial, estudios de viabilidad, comercialización, diagnosis u otros de naturaleza análoga.

La cuantía será de hasta el 75 por 100 del coste de los servicios prestados con un máximo de 2.000 euros.


ii) Subvención para formación:


- Acciones formativas relacionadas con la dirección y gestión empresarial. 


- Acciones formativas relacionadas con la economía sostenible, las políticas de empleo verde y medioambientales, la innovación, las nuevas tecnologías, la sociedad de la información y del conocimiento y el desarrollo rural.

La cuantía será de hasta el 75 por 100 del coste de los cursos recibidos con un máximo de 3.000 euros.

2.4. Subvenciones para las medidas de adaptación y ajustes razonables. 

Son beneficiarios de las subvenciones para las medidas de adaptación de las empresas a las personas con discapacidad cualquier persona física o jurídica, pública o privada, incluidos los Centros Especiales de Empleo, las Cooperativas y Sociedades Laborales y los trabajadores autónomos.

También podrán ser beneficiarios directos de las subvenciones los trabajadores por cuenta ajena contratados por los emprendedores.

Es subvencionable toda medida adecuada para superar las desventajas en la que se encuentran las personas con discapacidad en relación con otras personas en el ámbito del empleo y la formación para el empleo, entre otras, las siguientes: 
a) Eliminación de barreras físicas, del transporte y de la comunicación y la comprensión que impidan o dificulten el acceso de las personas con discapacidad a los lugares de trabajo o a los centros de orientación o formación o la movilidad o comunicación dentro de los mismos.

b) Adaptación de los equipos de trabajo, tales como mobiliario, máquinas o equipos informáticos a las personas con discapacidad de cualquier tipo.

c) Instalación de programas informáticos y de comunicación adecuados para su utilización por dichas personas.

d) Adopción de métodos y condiciones de trabajo y normas internas en las empresas que sean, no solo respetuosas con el principio de igualdad, sino que incentiven la eliminación de desventajas o situaciones generales de discriminación hacia las personas con discapacidad.

e) Medidas de adaptación dirigidas a permitir que personas con discapacidad sobrevenida puedan mantenerse en el empleo.

f) En general, la realización de ajustes razonables en el puesto de trabajo, en el entorno laboral o en el proceso productivo que favorezcan la máxima adecuación del trabajador con discapacidad al empleo.

La cuantía de las subvenciones será de:
- 1.800 euros/año por trabajador, como máximo.

- 3.600 euros/año por trabajador, como máximo, en el caso de Centro Especial de Empleo de iniciativa social.

2.5. Subvenciones al teletrabajo.

Son beneficiarias de las subvenciones al teletrabajo de personas con discapacidad cualquier persona física o jurídica, pública o privada, incluidos los Centros Especiales de Empleo, las Cooperativas y Sociedades Laborales y los trabajadores autónomos.

También podrán ser beneficiarios directos de las subvenciones los trabajadores por cuenta ajena contratados por los emprendedores
Son subvencionables las medidas referidas en el apartado 2.4., que le permitan al trabajador autónomo o al que forme parte de una empresa de economía social, en el sentido descrito en el ámbito subjetivo de este documento, prestar servicios en régimen de teletrabajo. 

La cuantía de las subvenciones será de:
- 1.800 euros/año por trabajador, como máximo, si es mujer con discapacidad, 2.200 euros/año.
- 3.600 euros/año por trabajador, como máximo, en el caso de Centro Especial de Empleo de iniciativa social.

2.6. Ayudas al empleo de los trabajadores con discapacidad en centros especiales de empleo (Se recogerán en el Plan Anual de Empleo 2012 de la Estrategia Española de Empleo).
3. Capitalización por el desempleo.

Actualmente, a las personas con discapacidad se les abona la prestación por desempleo de nivel contributivo de una sola vez, cuando pretendan constituirse como trabajadores autónomos, y por el importe que corresponda la inversión necesaria para desarrollar la actividad. Si no se obtiene la prestación por su importe total, el importe restante se podrá obtener para financiar la cotización a la Seguridad Social.

Se propone mantener esta medida de apoyo en los mismos términos que está actualmente regulado.

4. Medidas de apoyo financiero

Facilitar el acceso a una financiación adecuada, que inyecte liquidez a través de convenios con Entidades financieras, ICO, Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Ministerio de Industria, Energía y Turismo, ENISA, SEPIDES, creación de fondos para el mantenimiento del empleo, etc. 
Facilitar a los centros especiales de empleo el acceso a estos fondos.
5. Potenciar la aplicación efectiva de cláusulas sociales para el acceso a los concursos públicos basados en compromisos efectivos de creación de empleo, desarrollo local, cohesión social, RSE etc. 

Se obligará a las distintas Administraciones a incorporar cláusulas sociales en favor del empleo de trabajadores con discapacidad. Según establece la Disposición Adicional cuarta del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, los órganos de contratación ponderarán en los supuestos que ello sea obligatorio, que los licitadores cumplen lo dispuesto en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los “minusválidos”, relativo a la obligación de contar con un dos por ciento de trabajadores con discapacidad o adoptar las medidas alternativas correspondientes. 

Igualmente, se establecerán cláusulas sociales que aseguren un comportamiento acorde con los valores de la RSE en los contratos públicos de las administraciones públicas dirigidos a la prestación de servicios de proximidad o a la atención de personas con necesidades de apoyo para la autonomía personal (situaciones de dependencia). 
Finalmente, exigimos que se aplique la reserva a los Centros Especiales de Empleo en la participación en los procedimientos de adjudicación de contratos públicos, contemplada en la disposición adicional quinta del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.
II. FISCALES
Establecer medidas de incentivación fiscal al emprendimiento también en el ámbito de la Economía Social, especialmente para fomentar el empleo de personas con dificultades de inserción en el mercado de trabajo, tales como jóvenes y personas con discapacidad.
1. Introducción de las siguientes medidas en el Impuesto sobre Sociedades con el fin de incrementar el empleo: 


- Establecimiento de un tipo reducido del 10% en el Impuesto sobre Sociedades para centros especiales de empleo de iniciativa social sin ánimo de lucro, y que, por tanto, no retribuyen dividendos, sino que reinvierten sus beneficios en el proyecto empresarial. Con esta medida se lograría igualar la tributación de estos con la de Fundaciones, y demás entidades que se prevén en la Ley 49/2002 reguladora del régimen fiscal de Fundaciones e incentivos fiscales al mecenazgo, eliminándose así la actual discriminación en cuanto a su tipo impositivo que se produce en función de la naturaleza jurídica de éstos. 

- Incremento del importe (hasta 9.000 euros), de los límites de la deducción por creación de empleo de las personas con discapacidad y ampliación del ámbito de contratos con derecho a aplicar la deducción


- Reintroducción en el Impuesto sobre Sociedades de una deducción por formación profesional ligada a las personas con discapacidad como complemento a la deducción por creación de empleo de personas con discapacidad


- Mantenimiento indefinido de la deducción por gastos en nuevas tecnologías y creación de un nuevo supuesto con el fin de incentivar el trabajo en el domicilio habitual para aquellas personas cuya discapacidad dificulte su movilidad.


- Devolución de hasta 50.000 euros en caso de que, por insuficiencia de cuota, la deducción no pudiera aplicarse, siempre que los sujetos pasivos, sin distinción en función de si es pyme o no, realicen actividades de investigación y desarrollo relativas a la concepción de un software avanzado, siempre que esté destinado a facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los servicios de la sociedad de la información.

2. Introducción de una deducción por adecuación del puesto de trabajo en caso de la realización de obras y actuaciones necesarias para la accesibilidad y la comunicación sensorial que faciliten el desenvolvimiento de los trabajadores con discapacidad y asimismo la introducción de un supuesto de libertad de amortización por mantenimiento o creación de empleo para las personas con discapacidad sin límite temporal.

3. Asimismo, sería un incentivo el que aquellos programas que desarrollen la Estrategia Global de Acción para el empleo de las Personas con Discapacidad, y la Estrategia Española sobre discapacidad 2012-2020, tengan la consideración de Actividad Prioritaria de Mecenazgo.

4. En cuanto al empleo por cuenta propia y en lo que al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se refiere, y en línea con el espíritu de apoyo al emprendedor se propone la exención en caso de que el contribuyente sea una persona con discapacidad, de las ayudas que pudiera percibir por inicio de actividad. Asimismo, debido a las dificultades de movilidad que pueden tener las personas con discapacidad, sería conveniente ampliar la actual exención de los “tickets” transporte, y plantear una actualización de las reducciones contenidas en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (por obtención de rendimientos del trabajo, etc.), así como hacer compatible la reducción del rendimiento neto para trabajadores por cuenta propia con el régimen de estimación directa simplificada y las provisiones y gastos de difícil justificación.

5. Incremento de los gastos de difícil justificación para aquellos contribuyentes que sean personas con discapacidad y una reducción incrementada para el caso de que los contribuyentes sean personas con discapacidad por obtención de rendimientos de actividades económicas por mantenimiento o creación de empleo y eliminar su limitación temporal, así como una reducción incrementada del rendimiento neto calculado por el método de estimación objetiva en el cual podría plantearse además la inclusión dentro del índice corrector para empresas de pequeña dimensión de índices incrementados, así como la eliminación de la incompatibilidad con la deducción por creación de empleo. 

6. Las medidas anteriores deberían ir acompañadas de medidas incentivadoras en la Tributación Local, como por ejemplo en el Impuesto sobre Actividades Económicas establecer una exención para aquellos sujetos pasivos que tengan derecho a aplicar la bonificación en el Impuesto sobre Sociedades que se ha comentado con anterioridad, así como una bonificación en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras por la realización de obras que mejoren el acceso a las personas con discapacidad.

III. SEGURIDAD SOCIAL

1. Se propone modificar el régimen de Reducción en las cuotas al Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia, para incentivar de forma reforzada el autoempleo.
Modificar la Disposición adicional undécima de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad, con el fin de que las personas con discapacidad en alta en el Régimen especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, se beneficien, mientras dure la situación de alta, de una reducción del 75 por 100 de la cuota, en el caso de los hombres, y del 90 por 100 en el caso de las mujeres, que resulte de aplicar sobre la base de cotización el tipo vigente en el mencionado Régimen Especial.
2. Se propone mejorar el régimen de compatibilidad de la pensión no contributiva de invalidez con el trabajo

Su objetivo es promover que el Sistema de Seguridad Social no supongan trabas para la activación y por tanto el acceso al empleo de calidad de las personas con discapacidad, y que al mismo tiempo estimule, compatibilizándolas en su caso, el tránsito de medidas pasivas a medidas activas.

Para ello, se ha de mejorar la Ley 8/2005, de 6 de junio, para compatibilizar las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva con el trabajo remunerado.

Se propone:


- Mejorar los ingresos por trabajo que se permiten compatibilizar con el percibo de la pensión de invalidez no contributiva.


- Suprimir el plazo de los 4 años actuales en que se permite la compatibilidad, (artículo 147 de la Ley General de la Seguridad Social). 






13 de febrero de 2011.
CERMI
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� “Observatorio Estatal de la Discapacidad; Información estadística sobre personas con discapacidad; situación a 1 de enero de 2011; Servicios Público de Empleo Estatal)





� UE. Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Pequeñas y medianas empresas: la clave para lograr más crecimiento y empleo. Revisión intermedia de la Política Moderna de la PYME. COM (2007) 592 final. Bruselas, 4.10.2007.
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